
 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 *20221180147221* 

 Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: 20221180147221 

Fecha: 19-01-2022 
 
 
Señores 
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.- SECCION SEGUNDA 

 CRA 7A 12B 27 PS 6  
Bogotá - Cundinamarca 
E.       S.        D. 
 

RADICADO No. 11001333501620210031400 
   

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO 

DEMANDANTE NELLY JOHANA CRUZ HUERFANO 

DEMANDADO 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO, identificada con la cédula de ciudadanía número 1.030.570.557 
de Bogotá D.C. y T.P. 310.344 del C.S.J., en mi condición de apoderada sustituta de LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, conforme poder de sustitución otorgado, por el Doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, 
identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de Representante 
Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos 
judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la 
Representante Legal de FIDUPREVISORA S.A,  de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder 
General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019, adicionada, 
que lo faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la defensa judicial;, me 
permito dar respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos:   
 
 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
DECLARATIVAS 
 
Primera: ME OPONGO, toda vez que la parte actora en el acápite de pruebas no sustentó en debida 
forma la existencia del acto ficto o presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada 
el 31 de agosto de 2020, referente al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago 
tardío de las cesantías, de conformidad con lo estipulado en el código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

Segunda: ME OPONGO, toda vez, que esta declaración seria consecuencia de la anterior, la cual no 
está llamada a prosperar.  
 
CONDENAS 
 
Tercera: ME OPONGO, teniendo en cuenta que esta condena sería consecuencia de las anteriores 
declaraciones, las cuales de acuerdo con lo expuesto no están llamadas a prosperar y en 
consecuencia no hay lugar a tal codena. 
  
Cuarta: ME OPONGO, tomado en consideración que no es procedente ordenar el ajuste de la sanción 
moratoria a valor presente, pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de 
compensar ninguna contingencia relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 
 
Quinta: ME OPONGO, pues esta condena serían consecuencia de las anteriores declaraciones, las 
cuales de acuerdo con lo expuesto no están llamadas a prosperar y en consecuencia no hay lugar a 
tal codena. 
  
Sexta: ME OPONGO, pues la sentencia en si ya tiene carácter vinculante y no se requiere la solicitud 
de esta. 
 
Séptima: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la 
legítima defensa y, por ende, no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que se hizo 
incurrir a la parte vencida, de conformidad con lo dispuesto en el Código General del Procedo. 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS 
 

FRENTE AL HECHO PRIMERO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de demanda, 
y particularmente con la Resolución de reconocimiento que la fecha de solicitud de las cesantías 
corresponde a lo manifestado por la actora. 
 
FRENTE AL HECHO SEGUNDO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de demanda, 
la certeza de lo indicado por el apoderado judicial. 
 
FRENTE AL HECHO TERCERO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO CUARTO: La manifestación contenida en el hecho referido NO ES CIERTA, en tanto 
se verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente y de acuerdo a la 
certificación emitida por la Fiduprevisora se evidencia que los dineros fueron puestos a disposición 
de la parte actora el día 28 de agosto de 2019. 
 
FRENTE AL HECHO QUINTO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de demanda, 
la certeza de lo indicado por el apoderado judicial. 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
FRENTE AL HECHO SEXTO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: ME ATENGO A LO PROBADO, dentro del plenario. 
 
FRENTE AL HECHO OCTAVO: La manifestación contenida en el hecho referido ES CIERTA, en tanto se 
verifica con los medios de prueba documentales arrimados al expediente con el escrito de demanda, 
la certeza de lo indicado por el apoderado judicial. 
 

III. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 
 
RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES A CARGO DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
Es fundamental tener en cuenta que, el reconocimiento de las prestaciones sociales económicas a 
cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterios -FOMAG-, tiene establecido un 
procedimiento administrativo especial contenido en las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, así como, 
en el Decreto 2831 de 2005, a favor de los educadores nacionales afilados al mismo. Éste régimen 
especial contempla términos específicos para el reconocimiento, liquidación y pago de las cesantías 
definitivas y parciales de los docentes, que implica la participación de las entidades territoriales -
Secretarias de Educación certificadas-, al igual que de la Fiduprevisora S.A., como vocera y 
administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
 
Dentro de las competencias atribuidas por el Decreto 2831 de 2005, se encuentra la atención a las 
solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del Magisterio, que se realizará a través de las 
Secretarias de Educación certificadas a cuya planta de docentes pertenezca o haya pertenecido el 
solicitante; estas Secretarías de Educación a su vez al momento de expedir los actos administrativos 
que reconocen las cesantías parciales o definitivas, deben atender al turno de radicación de las 
solicitudes de pago y a la disponibilidad presupuestal que haya para tal fin. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías 
parciales o definitivas se expidan por las Secretarías de Educación, ello no implica que el pago sea 
inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, atendiendo al 
principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede hacer erogación 
con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la disponibilidad 
presupuestal exista previa a la realización del gasto y además que sea suficiente al momento de hacer 
la erogación. 
 
Ahora bien, en el caso que nos ocupa se observa en el plenario que la Secretaría de Educación 
territorial a la que se encuentra adscrito el demandante, reconoció las cesantías parciales solicitadas 
atendiendo al turno de radicación y disponibilidad presupuestal para tal efecto y respetando el 
derecho de igualdad de que gozan todos los educadores estatales afiliados al -FOMAG- en cuanto a 
la presentación de las solicitudes, por lo que previamente debió verificar que el peticionario no 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

hubiera presentado solicitud anterior y que el Fondo (Fondo de Atención de Prestaciones Sociales del 
Magisterio) contara con el rubro presupuestal para el pago de dicha prestación. 
 
Consecuente con lo anterior, la Nación, Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio-, se acoge al principio de legalidad del presupuesto y no 
desconoce los precedentes jurisprudenciales que en materia de sanción moratoria ha establecido el 
H. Consejo de Estado a través de las Sentencias de Unificación CE-SUJ-SII-012-2018, del 18 de julio 
de 2018, y la H. Corte Constitucional en la Sentencia SU336 del dieciocho (18) de mayo de dos mil 
diecisiete (2017). 
 
Al respecto, téngase en cuenta la interpretación dada por la H. Corte Constitucional sobre el respeto 
de los principios del presupuesto, y los trámites y procedimiento internos para efectuar el pago de 
una condena, plasmados en la Sentencia C-604/12, MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub: 
 

“El respeto de los principios del presupuesto exige que no se pueda obligar a una entidad 
a cumplir inmediatamente con una sentencia o acuerdo conciliatorio, sin atender a los 
trámites y procedimientos internos para efectuar el pago, tales como los relacionados 
con la disponibilidad presupuestal, en cuyo caso su incumplimiento vulneraría el principio 
de legalidad, corriéndose el riesgo de que al hacerlo se tengan que desconocer las 
normas del presupuesto y de las actuaciones administrativas, reglas a las cuales no está 
sometido un particular a quien por tanto sí le es exigible que cumpla inmediatamente 
con un fallo o acuerdo. Es así como el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo contempla en su artículo 192 un procedimiento 
expresamente dirigido al cumplimiento de las sentencias o conciliaciones por parte de 
las entidades públicas, el cual establece expresamente que las condenas impuestas a 
entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán 
cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, plazo éste en el cual las reglas 
aplicables al pago de intereses no pueden ser las mismas que las que se emplean frente 
al incumplimiento de una obligación por parte del Estado”. 

 

Aunado a lo anterior, es importante tener en cuenta en concordancia con el tema en particular, 
recientemente con la expedición del Plan Nacional de desarrollo 2018-2022, expedido a través de la 
Ley 1955 de 2019 se puntualizó: 

 

“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes 
de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de 
Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 
resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 
Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la pensión 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la 
entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá 
aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la 
administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los 
recursos provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales 
(FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las 
mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán 
destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y 
asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse 
el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los 
recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.” 

 A su vez, en el parágrafo del mencionado artículo se dispuso: 

“Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere 
como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o 
entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación 
territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del 
pago de las cesantías.” (Negrillas y subrayas fuera del texto) 

Partiendo de la norma en cita, en el caso que nos ocupa se observa en el plenario, en vista de que la 
Resolución 1058 de fecha 29 de julio de 2019, fue expedida por la Secretaría de Educación con 
posterioridad al término previsto respecto de la radicación de la solicitud de reconocimiento y pago 
de cesantías, la cual fue radicada el día 25 de septiembre de 2018, será dicho ente territorial el 
responsable por los días de tardanza presentados en la expedición del acto administrativo 
correspondiente, razón por la cual debe hacer parte dentro del contradictorio. 

 
Adicionalmente se llama la atención del despacho, en razón a que, se debe tener en cuenta que el 
día 24 de mayo de 2021 se generó un pago por concepto de sanción por mora en el pago tardío de 
las cesantías reconocidas mediante resolución 1058 de fecha 29 de julio de 2019, por valor de 
$6,762,625 
 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

 
 

IV. IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 
 
Se advierte que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido enfática en resaltar la improcedencia 
de dicha figura, toda vez que, al no tratarse de un derecho laboral sino de una penalidad de carácter 
económica que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal 
para reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor presente, 
pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de compensar ninguna contingencia 
relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 
 
Lo anterior, encuentra sustento en la Sentencia del 17 de noviembre de 20161, en la cual el Máximo 
Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo reafirmó la improcedencia de la 
actualización monetaria de la sanción moratoria, en los siguientes términos: 
 

 “[…] debido a que la indemnización moratoria en una sanción severa y superior al 
reajuste monetario, no es moderado condenar a la entidad al pago de ambas, por cuanto 
se entiende que esa sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 
una suma superior a la actualización monetaria.” 

 
 
 

V. SOBRE LA CONDENA EN COSTAS 
 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, Rad. 73001-23-33-000-2013-00181-01, 7 de abril de 
2016. C.P. William Hernández Gómez.  



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

La condena en costas se encuentra regulada en el artículo 188 de la Ley 1437, que en su tenor literal 
dispone:  

“Art. 188. CONDENA EN COSTAS. Salvo en los procesos en que se ventile un interés público, 
la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán 
por las normas del Código de Procedimiento Civil.” 

Es así, como el artículo citado previamente remite de manera expresa al Estatuto Procesal que será 
aplicable, el cual corresponde a la Ley 1564 de 2012. 

Ahora, descendiendo a la norma procesal aplicable el artículo 365 del Código General del Proceso 
dispone: 

“Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes 
reglas: 

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la 
medida de su comprobación.” […](Negrita y subrayado fuera de texto) 

 
Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en consecuencia solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se 
observa en el expediente del proceso recurrido. 

Por otro lado, vale la pena resaltar que la jurisprudencia del Consejo de Estado frente al tema ha 
señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, motivo por el cual se hace 
inescindible desvirtuar la buena fe de la entidad. 

Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones 
económicas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de 
Estado:  
 

“En cuanto a las costas11, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la 
Sección Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 188 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega al 
juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos 
aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que 
principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido del 
artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte 
quien resulte vencido para que le sean impuestas. 

En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de condenar en 
costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de causación de expensas 
que justifiquen su imposición a la parte demandada.” 

Bajo este contexto, es claro que la condena en costas no es objetiva, sino que es deber del juez 
atender al principio de buena fe del que goza la entidad respecto a sus actuaciones procesales. Como 
se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS O FUNDAMENTO ALGUNO 
sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la entidad demandada NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, que 
desvirtúa la presunción de buena fe, por lo que no procede tal condena. 

 
VI. EXCEPCIONES PREVIAS 

 
 
FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORTE NECESARIO  
 
En el presente caso no se integró en debida forma el contradictorio en tanto que no se demandó a la 
Secretaría de Educación de Cundinamarca, entidad territorial encargada de la expedición y 
notificación del acto administrativo de reconocimiento de las cesantías del actora y sobre quien recae 
la responsabilidad  por mora en el pago de esa prestación social al no haber expedido y notificado el 
acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones dentro del término de quince (15) días 
hábiles siguientes posteriores a la fecha de la solicitud. 
 
Respecto de la integración del contradictorio, el artículo 61 de la ley 1564 de 2012 señaló: 
 

“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por 
su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea 
posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de 
tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por 
todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el 
contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el 
demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, 
mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados 
el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho 
término (…)” (Subraya no hace parte del texto original) 

Sobre el particular, el H. Consejo de Estado indicó: 

“(…) Las partes que participan en la composición de un litigio, como demandante y 
demandado, pueden estar conformadas por una sola persona en cada caso o por el 
contrario pueden converger a integrarlas, una pluralidad de sujetos, evento en el cual 
se está en presencia de lo que la ley y la doctrina han denominado un litisconsorcio. 
Dicha figura consagrada en nuestra legislación procesal puede ser de tres clases 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

atendiendo a la naturaleza y número de relaciones jurídicas que intervengan en el 
proceso estas son, litisconsorcio necesario, cuasinecesario y voluntario o facultativo. 
Respecto de la figura del litisconsorcio necesario, el cual corresponde analizar en este 
caso, se presenta cuando existe pluralidad de sujetos en calidad demandante 
(litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están 
vinculados por una única “relación jurídico sustancial”. En este caso y por expreso 
mandato de la ley, es indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno 
de ellos, para que el proceso pueda desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome 
dentro de este puede perjudicar o beneficiarlos a todos. (…) La vinculación de quienes 
conforman el litisconsorcio necesario puede hacerse dentro de la demanda, bien 
obrando como demandante o bien llamando como demandados a todos quienes lo 
integran y, en el evento en que el juez omita citarlos, debe declararse la nulidad de 
lo actuado desde el auto admisorio de la demanda. Si esto no ocurre, el juez de oficio 
o por solicitud de parte podrá vincularlos en el auto admisorio de la demanda o en 
cualquier tiempo antes de la sentencia de primera instancia, otorgándoles un 
término para que comparezcan, esto con el fin de lograr su vinculación al proceso 
para que tengan la oportunidad de asumir la defensa de sus intereses dado que la 
sentencia los puede afectar. (…)2 (Subraya y negrita no hacen parte del texto original) 

Quiere decir lo anterior que todas las partes en las que pueda llegar a tener incidencia el proceso 
deben ser citadas dentro de la litis para integrar el contradictorio, con el objeto que se garantice el 
derecho de defensa y contradicción de las partes intervinientes previo a emitir una sentencia de 
fondo. Todo ello con el objeto de que evitar cualquier vicio que puede representar una nulidad 
dentro del proceso. 

Partiendo de la norma en cita, el acto administrativo de reconocimiento de las cesantías del día 29 
de julio de 2019, fue expedido por la Secretaría de Educación, Dirección de Talento Humano quien a 
la postre remitió con posterioridad a su ejecutoria, dicho acto a mi representada para que procediera 
con su pago. Por ende, siendo la entidad territorial quien profiere el acto administrativo y sobre el 
cual se ejerce el presente medio de control, debe hacer parte dentro del contradictorio con el objeto 
de informar el trámite dado a la solicitud de reconocimiento de las cesantías e indicar el 
procedimiento interadministrativo surtido con el objeto de esclarecer si tuvo incidencia en el retardo 
para el pago de la prestación solicitada por la parte demandante y en consecuencia sea condenado 
el ente territorial por incumplir el término indicado en la ley al no expedir y notificar el acto 
administrativo dentro de los quince (15) días hábiles posteriores a la solicitud de reconocimiento de 
las cesantías. 

VII. EXCEPCIONES DE MERITO 
 
 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION Y COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
Conforme a lo indicado por la Ley 245 de 1995, modificada esta por la Ley 1071 de 2006, solo se 
refiere a la sanción moratoria, respecto a los plazos para el pago y no en relación con los plazos para 
el trámite de las prestaciones económicas, porque si bien es cierto el artículo 4.° dispone un término 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: 

Ramiro Pazos Guerrero, proceso No. 11001-03-26-000-2016-00127-00 (57692) B 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

específico para tramitar la solicitud de cesantías y expedir la resolución de reconocimiento o 
negación, en su texto no prevé ninguna sanción económica por su incumplimiento, al contrario, el 
artículo 5.° establece una sanción para la entidad pagadora que no cumpla con su obligación dentro 
de los 45 días hábiles siguientes a la fecha en que quede en firme el acto administrativo. 
 
Aunado a lo anterior, es pertinente mencionar que el llamado a responder por la sanción por mora 
en el pago tardío de las cesantías reconocidas mediante resolución 1058 de fecha 29 de julio de 2019, 
es el ente territorial, a saber, la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE CUNDINAMARCA, toda vez que 
superó el término establecido para emitir la correspondiente Resolución. 
 

DETRIMENTO PATRIMONIAL DEL ESTADO  

 

Las pretensiones y condenas solicitadas por la parte demandante, busca menoscabar el patrimonio 

del Estado, por un derecho que no le pertenece, ni mucho menos que le asiste. Aunado a lo anterior 

va en contra de la misma Constitución Política, articulo 90, ya que el sentido y el alma del artículo 

constitucional es salvaguardar los recursos y el erario públicos, ya que la parte actora busca 

menoscabar las arcas del estado con estas pretensiones que no tienen por qué prosperar, por todo 

lo señalado con anterioridad. 

 

BUENA FE 

 

Mi representado  ha actuado de buena fe como quiera, que de acuerdo al trámite establecido en la 

Ley, los pagos de prestaciones sociales en el régimen excepcional de los docentes dependen no solo 

del correcto diligenciamiento de  los respectivos actos administrativos por parte de la entidad 

territorial que pertenece el docente y del visto bueno de la entidad fiduciaria, sino también de la 

disponibilidad presupuestal, teniendo en cuenta lo previsto en la Ley 38 de 1989 y demás normas 

que han modificado y/o adicionado, que regulan lo correspondiente al régimen presupuestal de las 

sociedades de economía mixta como lo es la Fiduprevisora S.A. 

 

GENÉRICA 

 

Solicito al Despacho reconocer oficiosamente las que resulten demostradas en el curso del proceso 

y cuyas circunstancias obstruyan el nacimiento o determinen la extinción de los efectos en que se 

apoyan la demanda y que impidan parcial o totalmente el pronunciamiento judicial impetrado por el 

demandante inicial, en aplicación a lo ordenado por el artículo 282 del C.G.P. 

 

VIII. PETICIÓN 
 
Primero: Declarar probadas las excepciones propuestas. 
 



 
 

 
 
 
 
 

                                                      

  

Segundo: Subsidiariamente, en caso de existir una condena contra la Nación, al momento de disponer 
sobre la condena en costas se analicen los aspectos aquí señalados para exonerar de costas a la parte 
demandada conforme a las reglas del artículo 365 del Código General del Proceso. 
 

IX. PRUEBAS 
 
Solicito se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 
 

X. ANEXOS 
 

 Poder conferido a mi favor, junto con la representación legal.  
 

XI. NOTIFICACIONES 
 

- EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra 
de Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., y/o 
en el correo o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones judiciales:    
notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

- EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUPREVIORA en 
la secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en los correo electrónicos 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co, notjudicial@foduprevisora.com.co .  

-  Y La suscrita apoderada, las recibiré en la secretaria de su despacho o en la Calle 72 N° 10 – 

03 piso 4, y/o en el correo electrónico t_jkramirez@fiduprevisora.com.co. 

 

Del señor Juez. 

 

_____________________________ 
JENNY KATHERINE RAMÍREZ RUBIO 
C.C 1.030.570.557 de Bogotá 
T.P 310.344 del C.S.J. 
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG - Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  
Bogotá, Colombia 
 
 

Elaboró: Jenny Katherine Ramírez Rubio /Aprobó: José Miguel Álvarez Cubillos 
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